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Aumento de morosidad en el CAE
El fenómeno ilustra con nitidez el riesgo al que se exponen las políticas públicas cuando estas terminan siendo capturadas

por lógicas políticas o por pulsiones populistas.

Un reportaje publicado por este
medio reveló que la tasa de ti-
tulados que dejaron de pagar
sus obligaciones por concepto
de Crédito con Aval del Estado

(CAE) aumentó 25 puntos bajo el gobierno
del Presidente Gabriel Boric. En efecto, si
a inicios de esta administración las garan-
tías ejecutadas por no pago representaban
el 28% del total de egresados -totalizando
unos 163 mil deudores-, al cierre de 2025
dicho porcentaje había escalado al 53%
(423 mil deudores). Si bien en cada año
hubo un aumento en la ejecución de ga-
rantías para el caso de los egresados -si-
milar tendencia se observa en el caso de
aquellos estudiantes que tomaron el CAE
pero que desertaron-, el crecimiento se
aceleró en los años 2024 y 2025.

Estos antecedentes reabren el deba-
te sobre las razones que hay detrás de la

morosidad, cuya correcta comprensión
resulta clave para el diseño de las políticas
públicas. Más allá de que durante el se-
gundo gobierno del Presidente Sebastián
Piñera también se registró un aumento en
las garantías ejecutadas, resulta claro que
bajo esta administración el incremento ha
sido mayor. Las autoridades de educación
insisten en que hay distintas causas, donde
una de las más relevantes sería el deterioro
de las condiciones de empleabilidad que
enfrentan los egresados, que hoy resultan
más restrictivas tanto en empleo como en
remuneraciones respecto a cuando se dise-
ñó el instrumento.

Si bien parte de la morosidad podría
explicarse por condiciones atribuibles al
mercado laboral -donde cabría evaluar
hasta dónde las políticas de incremento
del salario mínimo bajo este gobierno han
tenido responsabilidad en menores opor-

tunidades de empleo para los trabajadores
más jóvenes-, parece improbable que esta
sea la variable más relevante, consideran-
do que el CAE ofrece la posibilidad de no
pagar en la medida que el deudor no tenga
empleo y de rebajar la cuota si acaso esta
excede el 10% de sus ingresos.

Atendida la magnitud en que ha crecido
la morosidad en los últimos años, parece
haber una vinculación directa con la pro-
mesa de campaña que hizo el gobierno en
orden a condonar las deudas originadas en
el CAE, lo que claramente desincentivo el
pago, evidentemente ante la expectativa de
un "perdonazo". Esto resulta aún más evi-
dente tomando en cuenta que sobre el 70%
de los egresados paga una cuota prome-
dio que no supera los $40 mil mensuales,
mientras que el promedio del saldo pen-
diente alcanza los $6,7 millones, es decir,
difícilmente se trata de condiciones que

ahoguen a los deudores y que justifiquen
el aumento de la morosidad.

Los antecedentes conocidos en relación
con el CAE sirven para ilustrar el riesgo al
que se exponen las políticas públicas cuan-

do terminan siendo capturadas por lógicas
políticas o por pulsiones populistas, las
que por su naturaleza van a propender a
"perdonazos" periódicos o intentos por
disminuir los pagos, amparándose en la
lógica de la "gratuidad". Estas considera-
ciones también se deberían tener presente
en la discusión del FES -mecanismo que
busca reemplazar al CAE-, porque si bien
en este proyecto del Ejecutivo se propone
que la recaudación se haga a través del SII
-y así tener un mínimo de morosidad-,
esto no será ninguna garantía si es que no
hay una contención de las presiones políti-
cas, lo cual resulta crítico cuando nuestra
situación fiscal carece de holguras.

CARTAS

REDUCCIÓN DE RECURSOS PARA LA
EDUCACIÓN PÚBLICA

SEÑOR DIRECTOR:
El deterioro que hoy sufre la educación pública
no es fruto del azar ni de una crisis inesperada,
es la consecuencia directa de las decisiones
adoptadas por las actuales autoridades, mu-
chas de las cuales llegaron a La Moneda le-
vantando precisamente la bandera de la causa
estudiantil.

Durante este año hemos visto cómo el defi-
ciente manejo de las finanzas públicas termi-
na impactando áreas sensibles. Pero hay una
señal particularmente elocuente: el ajuste a la
subvención de mantención e infraestructura
escolar. Es decir, se recorta justo en aquello que
permite que la educación funcione en la prácti-
ca, más allá del discurso.

El 25 de abril de 2006, una de las primeras
movilizaciones del ciclo estudiantil se inició en
el Liceo A-45 Carlos Cousiño de Lota, no por
consignas ideológicas abstractas, sino por una
realidad concreta: cada invierno el estableci-
miento se inundaba. Cuando el Estado no ase-
gura condiciones mínimas de dignidad, la pro-
testa no nace de la teoría, sino de la experiencia
cotidiana.

Resulta entonces imposible no advertir la
contradicción. Quienes hace años denuncia-
ban la precariedad de los colegios y marchaban
exigiendo dignidad, hoy reconocen recortes por
"restricciones presupuestarias" precisamente
en los recursos destinados a que los estable-
cimientos estén en condiciones adecuadas al
inicio del año escolar. El mensaje es claro: se
posterga lo básico y luego se intenta adminis-
trar el malestar.

Si mañana vuelven las protestas por goteras,
baños en mal estado o salas deterioradas, la
responsabilidad no podrá diluirse. No sería co-
herente que quienes redujeron los recursos de
mantención aparezcan después solidarizando
con los estudiantes. La educación pública no se
fortalece con consignas ni con gestos simbó-
licos, se defiende asegurando infraestructura

digna y gestión responsable.
El actual descalabro en la educación pública

tiene responsables concretos, y son los mis-
mos que prometieron cambiarla desde sus ci-
mientos. Gobernar implica priorizar y hacerse
cargo de las consecuencias.

Jaime Coloma
Diputado electo

CUIDAR A QUIENES EDUCAN

SEÑOR DIRECTOR:
Marzo no solo marca el regreso a clases; tam-
bién abre uno de los períodos más demandan-
tes para docentes y educadoras de párvulo. Un
estudio que realizamos junto al Laboratorio de
Convivencia Escolar de la UDD reveló que uno
de cada tres profesores enfrenta el primer tri-
mestre frecuentemente sobrecargado, con
sensación de agobio y desgaste emocional.

El desgaste docente no es un problema in-
dividual; puede impactar el clima escolar y la
capacidad de manejo de conflictos en el aula,
afectando directamente las condiciones para
el aprendizaje. La evidencia del mencionado
estudio muestra que el bienestar de quienes
enseñan no se sostiene solo con buenas inten-
ciones, sino con condiciones organizacionales
concretas.

Esto implica que la normativa y la gestión
escolar deben alinearse para proteger tiempo,
foco y apoyo efectivo a los equipos directivos
y docentes. Cuando el sistema cuida delibera-
damente estas condiciones habilitantes, las co-
munidades educativas fortalecen su capacidad
de mejora. Cuidar a quienes educan también es
mejorar la educación.

Florencia Mingo
Directora ejecutiva
Impulso Docente

LEY INTEGRAL DE PERSONAS
MAYORES

SEÑOR DIRECTOR:
Así como celebramos la aprobación unánime

por parte del Congreso de la Ley Integral de
Personas Mayores, hoy expresamos nuestra
preocupación por la demora en la promulga-
ción de la ley, cuyo plazo legal ya se cumplió.

Este proyecto fue el resultado de más de
cinco años de trabajo sostenido en el que
diversas organizaciones de la sociedad civil
aportaron propuestas, impulsaron mejoras
en su contenido y contribuyeron a instalar
públicamente la urgencia de contar con una
institucionalidad robusta en materia de enve-
jecimiento.

Hacemos un llamado respetuoso pero firme
a priorizar la pronta promulgación de una ley
que tanto consenso reúne. Cuando estamos
tan cerca de avanzar, no podemos seguir es-
perando.

Eduardo Toro
Director Conecta Mayor UC
Beatriz Urrutia
Directora ejecutiva Fundación Grandes
Esteban Gómez
Director ejecutivo Fundación Amanoz
Mesa Personas Mayores de la Comunidad de
Organizaciones Solidarias

¿TANTOS ERRORES?

SEÑOR DIRECTOR:
Las autoridades siguen culpando a otros de
los "errores" que han tenido en las proyec-
ciones de ingresos en los últimos tres presu-
puestos, asunto que asocio más bien a algo
planificado.
En sus columnas y en diversas entrevistas,

Mario Marcel indicó este fin de semana que,
en 2025, los ingresos provenientes de la tri-
butación del resto de los contribuyentes (ex-
cluida la gran minería privada) había aumen-
tado solo 1,5% real. Y esos serían los nuevos
culpables. Pero al realizar el cálculo, esa cifra
indicaría un alza real de 3,6%.

En el Informe de Finanzas Publicas (IFP), la
Dipres indica que los ingresos tributarios de
los contribuyentes no mineros se expandie-
ron solo 1,5% real, por debajo del crecimiento
del PIB, lo que redundó en que por tercer año
consecutivo se contraiga esa recaudación

como porcentaje del PIB.
Si el monto nominal publicado por la Dipres

es incorrecto, los ingresos serían aún meno-
res y el déficit mayor; y si el porcentaje es lo
malo, habrá que corregir el IFP del cuarto tri-
mestre.

¿Será hora de revisarlo todo y verificar cuá-
les son errores y cuáles no?

Jorge Condeza Neuber
Ing. comercial

EL TURISMO TAMBIÉN ES POLÍTICA
PÚBLICA

SEÑOR DIRECTOR:
Expo Patagonia Coyhaique reunió 127 mil
personas en tres días. Más de 500 empren-
dedores en una de las regiones más aisladas
del país. Ese dato debería incomodar a San-
tiago.

Mientras el debate nacional gira en torno a
bajo crecimiento y estancamiento regional,
una ciudad extrema logró activar, en un solo
fin de semana, un volumen económico que
muchas políticas públicas no consiguen en
años. Esto es invertir en identidad, programar
ciudad y asumir que el turismo es industria,
no postal.
Chile habla de descentralización, pero sigue

pensando el desarrollo desde la capital. La
pregunta de fondo no es si la Expo fue exito-
sa, es por qué el Estado no tiene una estra-
tegia agresiva de eventos ancla en regiones
extremas, capaces de atraer flujo, inversión y
marca territorial.
En regiones como Aysén, el turismo no es

folclor, es industria sin chimenea y alternativa
real a las actividades productivas tradiciona-
les. Pero requiere infraestructura habilitante,
conectividad y decisión estatal, una deuda
que sigue pendiente. Desde lo local hemos
hecho nuestra parte; ahora le corresponde al
gobierno asumir la suya. El turismo es poder
económico y quien entienda eso primero va a
liderar el desarrollo regional del próximo ciclo.

Carlos Gatica
Alcalde de Coyhaique
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